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MINISTERIO DE FINANZAS 
MINISTERIO DE RECURSOS NATURALES NO 

RENOVABLES 
BANCO DEL ESTADO  

 
 

ACUERDO  INTERINSTITUCIONAL 
 
 

Considerando: 
 
Que, la Constitución de la República, en  el artículo 261 
numeral 11, dispone que el Estado central tendrá las 
competencias exclusivas sobre los recursos energéticos, 
minerales e hidrocarburos, entre otros; 
 
Que, la norma fundamental en el artículo 313, dispone que 
el Estado se reserva el derecho de administrar, regular, 
controlar y gestionar los sectores estratégicos de 
conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, 
prevención y eficiencia; 
 
Que, la Constitución en el artículo 241 consagra que la 
planificación garantizará el ordenamiento territorial y será 
obligatoria en todos los gobiernos autónomos 
descentralizados;  
 
Que, el artículo 94 de la Ley de Hidrocarburos fue 
sustituido por la Disposición Reformatoria Primera de la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado, publicada en el Registro Oficial Suplemento 
583, de 24 de noviembre de 2011, en el que se establece la 
Participación Laboral vinculada a la actividad 
hidrocarburífera;  
 
Que, el precitado artículo sustitutivo, en lo fundamental 
establece que el 12% de utilidades de participación laboral 
será pagado al Estado y a los gobiernos autónomos 
descentralizados, que lo destinarán a proyectos de inversión 
social y de desarrollo territorial en las áreas en donde se 
lleven a cabo actividades hidrocarburíferas, armonizados 
con el Plan Nacional de Desarrollo;  
  
Que, mediante Acuerdo Interinstitucional entre los 
Ministerios de Finanzas, de Recursos Naturales No 
Renovables (MRNNR) y el Banco del Estado, publicado en 
el Registro Oficial Suplemento 553, de 11 de octubre del 
2011, se expidió el Instructivo para distribuir los recursos 
provenientes del 12% de las utilidades por la participación 
laboral hidrocarburífera, establecida en el artículo 94 de la 
Ley de Hidrocarburos;   
 
Que, el artículo 111 del Código Orgánico de Organización 
Territorial Autonomía y Descentralización (COOTAD), 
establece que los sectores estratégicos, entre los que se 
encuentran los recursos naturales no renovables,  son 
aquellos en los que el Estado en sus diversos niveles de 
gobierno se reserva todas sus competencias y facultades; la 
rectoría y la definición del modelo de gestión de cada sector 
estratégico corresponden de manera exclusiva al gobierno 
central; 
 
Que, de conformidad con el artículo 71 del Código 
Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas,  el 

Presidente de la República ejerce la rectoría del Sistema 
Nacional de Finanzas Públicas, a través del Ministerio de 
Finanzas; 
 
Que, en consonancia con el artículo 7 de la Ley de 
Hidrocarburos, le corresponde al Ministro de Recursos 
Naturales No Renovables, en materia de política de 
hidrocarburos, la coordinación necesaria con los organismos 
pertinentes y, entre ellas, la relacionada con la inversión de 
utilidades de participación laboral que corresponde al 
Estado y a los gobiernos autónomos descentralizados, 
generadas por la actividad petrolera de los contratistas del 
Estado;  
   
Que, el Banco del Estado es una institución financiera 
pública que por mandato legal coordina y distribuye los 
recursos destinados al financiamiento de proyectos 
prioritarios de inversión del sector público y facilita la 
articulación efectiva de estrategias, dentro del marco de los 
objetivos del Plan Nacional de Desarrollo para el Buen 
Vivir y las políticas públicas del Gobierno Nacional; 
 
Que, conforme con lo previsto en el artículo 103 de la 
Codificación de la Ley de Régimen Monetario y Banco del 
Estado, concordante con el artículo 2, numeral 2.5 y demás 
aplicables de su Estatuto General, el Banco del Estado, está 
facultado para administrar fondos para programas y 
proyectos de obras o servicios públicos o sociales, para 
promover el desarrollo económico y social de los gobiernos 
autónomos descentralizados;  
 
Que, según lo dispone el Acuerdo Ministerial 087, 
publicado en el Registro Oficial No. 434, de 26 de abril del 
2011, expedido por el Ministro de Finanzas, le corresponde 
al Ministro de Recursos Naturales No Renovables, remitir al 
Banco del Estado la información sobre los gobiernos 
autónomos descentralizados que se encuentren dentro de las 
áreas delimitadas por cada contrato hidrocarburífero 
vigente; y,  
 
En ejercicio, de las facultades que les confiere la 
Constitución de la República del Ecuador y la normativa 
legal vigente, 
 

Acuerdan: 
 
Expedir el INSTRUCTIVO SUSTITUTIVO PARA 
DISTRIBUIR LOS RECURSOS, PROVENIENTES DEL 
12% DE LAS UTILIDADES POR LA PARTICIPACIÓN 
LABORAL HIDROCARBURÍFERA, ESTABLECIDA EN 
EL ARTÍCULO 94 DE LA LEY DE HIDROCARBUROS. 
 
Art. 1.-  Ámbito de aplicación  
 
Los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GAD) que se 
encuentren en las áreas donde se lleven a cabo actividades 
hidrocarburíferas y que presenten proyectos de inversión 
social y desarrollo territorial, en función de las 
competencias correspondientes a cada nivel de gobierno, o 
a través de la gestión concurrente de competencias, están en 
condiciones de acceder a los recursos recaudados por el 
concepto del 12% de las utilidades por participación laboral 
pagadas al Estado y a los GAD y armonizados con el Plan 
Nacional de Desarrollo. 
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En el caso de las comunidades, pueblos y  nacionalidades, 
localizados dentro de las áreas donde se lleven a cabo 
actividades hidrocarburíferas, deberán canalizar sus 
proyectos a través de los GAD del cual formen parte, para 
lo cual los proyectos estarán incluidos en los planes de 
desarrollo de ese nivel de gobierno y armonizados con el 
Plan Nacional de Desarrollo. 
 
1.1 Condiciones Generales: 

  
Listado de beneficiarios.- El Ministerio de Recursos 
Naturales No Renovables remitirá al Banco del Estado, 
durante el primer semestre de cada año el listado de GAD 
beneficiarios que se encuentren dentro de las  áreas1 donde 
se efectuaron actividades hidrocarburíferas  durante el año 
fiscal anterior.  
 
La  información anual contendrá datos sobre los volúmenes 
de producción y participación total de cada uno de los 
operadores privados  por  bloques de explotación petrolera.  
 
1.2 Disponibilidad y transferencia de recursos.- El 
Ministerio de Finanzas informará hasta  mayo de cada año 
el monto total que por concepto del 12% de utilidades por 
participación laboral pagadas al Estado por parte de cada 
empresa privada, correspondiente al ejercicio fiscal 

inmediatamente anterior, será transferido al Banco del 
Estado para que, en calidad de fondos en administración, 
financie los proyectos requeridos por los GAD. Tales 
recursos los transferirá, hasta el mes de junio del ejercicio 
vigente, a través de la subcuenta de la Cuenta Única del 
Tesoro Nacional creada para el efecto.  
 
1.3 Todos los proyectos presentados deben guardar 
coherencia con el Plan Nacional del Buen Vivir y 
adicionalmente, deben estar enmarcados en el 
Ordenamiento Territorial del gobierno autónomo 
beneficiario de acuerdo a sus respectivos niveles de 
competencia. Estos recursos no se aplicarán para gasto 
corriente o transferencias a fondos y fideicomisos. 
 
1.4 El Banco del Estado evaluará y aprobará de 
proyectos presentados por los GAD una vez que cuente con 
la información de montos recaudados y listado de 
beneficiarios, proporcionada por el Ministerio de Finanzas y 
el MRNNR, respectivamente.   
 
 
Art. 2.- Roles Institucionales 
 
Los actores que tienen bajo su responsabilidad la aplicación 
del presente Instructivo, cumplirán los siguientes roles: 

 
 

ENTIDAD ROLES 

 
 
 
Banco del Estado 
 
 
 
 
 

 

Administrar los recursos que son objeto de este Instructivo, de acuerdo con las siguientes acciones:  
 

 Receptar de solicitud de asignación o financiamiento de proyectos con la documentación 
de respaldo. 

 Elaborar de informe técnico o informe de Evaluación según corresponda. 
 Calificar  proyectos de acuerdo con su normativa interna. 
 Aprobar  la asignación y/o financiamiento. 
 Suscribir convenios de asignación o financiamiento con GAD beneficiarios. 
 Desembolsar recursos. 
 Realizar el seguimiento y control a las asignaciones o financiamientos. 

  

Ministerios Sectoriales Emitir  la viabilidad técnica del proyecto según corresponda. 
 

  
MRNNR 

Determinar el listado de GAD beneficiarios que se encuentren dentro de las  áreas donde se 
efectuaron actividades hidrocarburíferas durante el año fiscal anterior.   

 
Ministerio de Finanzas 

Informar y transferir al Banco del Estado el monto total que por concepto del 12% de utilidades de 
participación laboral se destinarán a favor de proyectos de los GAD beneficiarios.  
 

Emitir, por excepción, la disponibilidad presupuestaria para los proyectos de GAD beneficiarios de 
excedentes hidrocarburíferos y transferir al Banco del  Estado los recursos correspondientes.   

 
 
 
Gobiernos Autónomos 
Descentralizados 

 
Ejecutar mediante contratación pública los proyectos financiados con los recursos que son objeto 
de este Instructivo, conforme las siguientes responsabilidades:   
 

 Presentar al Banco los proyectos debidamente sustentados.   
 Contratar obras, bienes y servicios, observando la legislación vigente. La fiscalización 

podrá realizarse por administración directa.   
 Suscribir con el Banco del Estado los respectivos convenios de asignación y/o 

financiamiento. 
 Receptar y justificar los desembolsos recibidos del Banco del Estado. 
 Presentar informes o documentación requerida por el Banco en su condición de ejecutores 

de proyectos. 
 

 
 
1  Distritos establecidos por la Secretaría Nacional de Planificación del Desarrollo (SENPLADES) 
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Art. 3.- Lineamientos para utilización de recursos. 
 
a) Los financiamientos a favor de los GAD serán 

concedidos en calidad de asignaciones no 
reembolsables para el financiamiento de proyectos de 
inversión social y desarrollo territorial;  

 
b) El importe del IVA correspondiente a los contratos que 

se financien con los recursos determinados en este 
documento, será cubierto con fondos propios de los 
GAD, a excepción  de los GAD parroquiales rurales, 
que podrá ser cubierto con recursos del Fondo de 
utilidades administrado por el Banco del Estado;  

 
c) Se privilegiará el financiamiento de proyectos que se 

encuentren en las localidades o comunidades más 
cercanas a las facilidades hidrocarburíferas y se 
atenderá conforme la siguiente prelación: GAD 
parroquiales rurales, municipales, provinciales, en 
función de las competencias exclusivas de los niveles 
de gobierno y/o mediante los convenios de gestión 
concurrentes previstos en el COOTAD;   

 
d) Los GAD podrán utilizar de manera complementaria en 

el financiamiento de los proyectos, recursos otorgados 
por el Banco del Estado,  mediante crédito. Las 
condiciones financieras serán las vigentes en el Banco 
al momento de efectuar la transacción crediticia; y,  

 
e) Por excepción, a pedido conjunto del Ministerio 

Coordinador de Sectores Estratégicos y la Empresa 
Ecuador Estratégico E.P.,  el Banco del Estado podrá 
financiar  proyectos de GAD beneficiarios de 
excedentes hidrocarburíferos, siguiendo el 
procedimiento establecido en esta normativa. En 
consecuencia, la petición  determina el compromiso de 
Ecuador Estratégico EP de otorgar la certificación de 
disponibilidad presupuestaria y transferir al Banco del 
Estado los recursos que demanden tales proyectos.   

 
Art. 4.- Presentación de proyectos. 
 
Serán susceptibles de financiamiento los proyectos tanto 
para la fase de pre-inversión como para la de inversión, que 
reunirán los siguientes requisitos:  
 
4.1 Pre - inversión 
 
a) Solicitud de financiamiento; 
 
b) Perfil del proyecto, dentro de los sectores de inversión 

social y desarrollo territorial; 
 
c) Certificación de inclusión del proyecto en el plan de 

ordenamiento territorial y/o plan de desarrollo de la 
entidad, o agenda de trabajo de la entidad  y el listado 
institucional  de priorización de proyectos; 

 
d) Términos de referencia (TdR) para la contratación de la 

consultoría y fiscalización que realizará los estudios a 
nivel de diseño definitivo; 

 
e) Presupuesto referencial, debidamente sustentado; y, 
 
f) Cronograma. 

4.2  Inversión 
 
a) Solicitud de financiamiento; 
 
b) Declaración de prioridad del(los) proyecto(s) otorgado 

por el GAD; 
 
c) Estudios definitivos; 
 
d) Certificación de inclusión del proyecto en el plan de 

ordenamiento territorial y/o plan de desarrollo de la 
entidad, o agenda de trabajo de la entidad  y el listado 
institucional  de priorización de proyectos;  

 
e) Viabilidad técnica emitida por el ente rector del sector 

al que pertenece el proyecto, excepto en  proyectos de 
agua potable y saneamiento cuyo monto supere  USD 
1.000.000 (un millón de dólares); y, para proyectos de 
los otros sectores de monto superior a USD 150.000 
(ciento cincuenta mil dólares); 

 
f) Ficha o licencia ambiental según corresponda, emitida 

por la autoridad competente; 
 
g) Certificación de propiedad a favor del GAD, sobre el 

terreno en el que se realizará la obra, de ser el caso; y, 
 
h) Convenio de gestión concurrente entre los distintos 

niveles de gobierno, cuando el caso lo amerite; en 
sujeción al COOTAD. 

 
De requerirse modificaciones o complementaciones al 
proyecto, el Banco del Estado notificará al GAD 
beneficiario para que efectúe los ajustes correspondientes.   
 
 
Art. 5.- Evaluación, calificación, aprobación, seguimiento 
de proyectos y desembolsos. 
 
El Banco del Estado observará los siguientes lineamientos: 
 
a) Los proyectos de montos de hasta US $ 1.000.000 (Un 

millón de dólares), sin IVA, requieren de  informe 
técnico - jurídico  y las facultades de calificación y 
aprobación serán de competencia de la respectiva 
Sucursal Regional del Banco; 

    
b) Los proyectos que superen el US $ 1.000.000 (Un 

millón de dólares), sin IVA serán objeto de evaluación 
y la calificación y aprobación se realizarán sobre la 
base de los rangos determinados en la reglamentación 
institucional; 

   
c) En ningún caso será necesario realizar evaluación 

económica específica del proyecto ni financiera de la 
entidad, por la naturaleza de los proyectos y por tratarse 
de recursos no rembolsables;  y, 

  
d) En todos lo demás se aplicará el Reglamento General 

de Operaciones de Crédito del Banco del Estado.  

 
5.1 Contrato de crédito y/o asignación de recursos no 
reembolsables 
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Una vez aprobado el proyecto y para normar la entrega de 
los recursos, los GAD beneficiarios  suscribirán con el 
Banco del Estado, los respectivos convenios de asignación 
de recursos y/o crédito de ser el caso, que contendrán:  
 
a) El destino de los recursos; 
 
b) El compromiso de la beneficiaria de utilizar los 

recursos para el proyecto solicitado y ejecutarlo en el 
plazo previsto; 

 
c) El seguimiento de la obra por parte del Banco del 

Estado y la posibilidad de aplicar las herramientas 
legales correspondientes en caso de comprobarse mal 
uso de recursos; 

 
d) Por los servicios de la administración del fondo, el 

Banco del Estado percibirá un porcentaje equivalente al 
2% de los montos asignados en cada operación;  

  
e) La entidad beneficiaria debe cubrir el IVA, con la 

excepción prevista en el caso de los GAD parroquiales 
rurales; 

 
f) El compromiso de la beneficiaria de asumir con 

recursos propios cualquier incremento de costos; 
 
g) La especificación de los montos que se entregan en 

calidad de no reembolsables y aquellos que se entregan 
en calidad de crédito, de ser el caso; 

 
h) Las condiciones financieras correspondientes a la parte 

reembolsable (plazos, tasas, forma de amortización, 
etc.) de ser el caso; 

 
i) El compromiso del GAD beneficiario de cumplir con 

todas las obligaciones financieras y legales que 
apliquen según el tipo de financiamiento; 

 
j) Las cláusulas correspondientes al manejo de publicidad 

en estos proyectos; 
 
k) El compromiso de corresponsabilidad; y, 
 
l) El convenio con el GAD que posea la competencia de 

la infraestructura contratada, de ser el caso. 
 
 

5.2  Seguimiento y desembolsos 
 
La entrega de desembolsos se definirá en el documento de 
aprobación. La normativa vigente prevé el siguiente 
esquema: 
 

Anticipo Banco del Estado entregará hasta el 
40% de anticipo a la suscripción del 
convenio  
 

 
Segundo 
Desembolso 

Entrega de porcentaje restante para 
completar hasta el 70% del monto de 
los contratos previa presentación de 
contratos de obra, fiscalización y 
comprobantes de transferencias de 
pagos (de ser el caso) 
 

 
Desembolso 
Final 

Entrega de desembolso final hasta 
completar el 100% de los contratos, 
que por ningún concepto será mayor al 
convenio de asignación de recursos, 
previa presentación de justificativos de 
uso de recursos, informe de 
fiscalización, acta entrega recepción y 
terminación de obra. 

 
El Banco del Estado se reserva el derecho de realizar el 
seguimiento de la obra en cualquier momento de ejecución 
de la misma. 
 
Art. 6.- Políticas generales de financiamiento. 
 
6.1 Sobre los proyectos 
 
a) Los proyectos deberán contar con viabilidad de los 

entes rectores; y, 
 
b) El Banco del Estado realizará el seguimiento de las 

asignaciones o financiamiento para lo cual los GAD 
beneficiarios presentarán los informes, reportes y 
justificativos que le sean requeridos, reservándose la 
potestad de exigir la restitución de los valores 
desembolsados que no hayan sido debidamente 
justificados en los plazos que para el efecto se 
determinen.  

 
 

6.2  De las comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades 
indígenas y las circunscripciones territoriales. 
 
La presentación de proyectos de comunas, comunidades, 
pueblos, nacionalidades indígenas y circunscripciones 
territoriales deberá ser canalizada a través del GAD del cual 
formen parte, observando la relación con el Plan de 
Desarrollo y Ordenamiento Territorial de la jurisdicción 
territorial beneficiaria del proyecto y la articulación con los 
planes de los otros niveles de gobierno. 
 
Art. 7.- El presente Acuerdo Interinstitucional, entrará en 
vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial. 
 
 
DISPOSICIONES  GENERALES  
 
Primera.- El financiamiento de los proyectos  está 
sujeto a la transferencia oportuna de los recursos de 
utilidades hidrocarburíferas por parte del Ministerio de 
Finanzas al Banco del Estado. 
 
Segunda.- Los GAD beneficiarios de estos recursos que 
ocasionen daños pérdidas o paralizaciones que afecten la 
producción hidrocarburífera, serán sujetos de suspensiones 
temporales de asignaciones y/o desembolsos de los recursos 
provenientes del 12% de las utilidades pagadas al Estado 
por la Participación Laboral. 
 
Tercera.- Los recursos provenientes del 12% de las 
utilidades pagadas al Estado por actividades 
hidrocarburíferas, podrán ser comprometidos por el Banco 
del Estado en un plazo de un año contado a partir de la 
fecha de la transferencia de estos recursos por parte del 
Ministerio de Finanzas. 
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Cuarta.- Se deroga el Instructivo para distribuir los recursos, 
provenientes del 12% de las utilidades por la Participación 
Laboral hidrocarburífera, establecida en el artículo 94 de la 
Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos, publicado en 
el Registro Oficial Suplemento 553, de 11 de octubre de 
2011. 
 
 
DISPOSICIÓN  TRANSITORIA  ÚNICA:  
 
Los recursos provenientes del 12% de las utilidades pagadas 
al Estado por actividades hidrocarburíferas generadas en el 
año 2010 podrán ser comprometidos por el Banco del 
Estado hasta diciembre de 2012. 
 
De la ejecución del presente Instructivo encárguese al 
Banco del Estado.  
   
Comuníquese y publíquese.- Dado, en Quito Distrito 
Metropolitano, a  27 de marzo del 2012.  
 
f.) Wilson Pastor Morris, Ministro de Recursos Naturales 
No Renovables.  
 
f.) Patricio Rivera, Ministro de Finanzas. 
 
f.) María Soledad Barrera A., Gerenta General del Banco 
del Estado. 
 
 
BANCO DEL ESTADO.- SECRETARÍA GENERAL.- 
Certifico que es fiel copia del original que reposa en los 
archivos institucionales.- Quito, 27 de marzo del 2012.- f.) 
Dr. Gustavo A. Araujo Rocha.    
 
 
 
 
 
 
 
 
Quito, D. M., 15 de febrero del 2012 

 
 
 

SENTENCIA N.º 010-12-SEP-CC 
 
 

CASO N.º 1277-10-EP 
 
 

CORTE CONSTITUCIONAL  
PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 

 
 
Juez constitucional ponente: Patricio Pazmiño Freire 
 

I.  ANTECEDENTES 
 

Resumen de admisibilidad 
 
La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el 
período de transición, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 437 de la Constitución, recibió el 10 de septiembre 

del 2010, por parte de la señora Graciela Susana Bores 
Jatton, una acción extraordinaria de protección signada con 
el N.º 1277-10-EP, mediante la cual se impugna la sentencia 
dictada el 12 de julio del 2010, por los señores jueces, 
doctores: Hernán Ulloa Parada, Luis Moyano Alarcón y 
Milton Peñarreta Álvarez, mediante la cual se desestima el 
recurso de casación interpuesto por la accionante y la 
Fiscalía General del Estado, y la sentencia absolutoria del 
Tribunal Cuarto de Garantías Penales de Pichincha, dictada 
el 25 de marzo del 2010, a favor de Víctor Hugo Serrano 
Duque, dentro del juicio penal que por atentado contra el 
pudor en la persona de la niña Sol Serrano Dorfflinger, era 
seguido en su contra. 
 
La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el 
periodo de transición, conformada por los señores jueces, 
doctores: Nina Pacari Vega, Hernando Morales Vinueza y 
Roberto Bhrunis Lemarie, avoca conocimiento de esta 
causa y luego de la revisión de la acción propuesta y de las 
piezas procesales adjuntas, la admite a trámite en base a lo 
que establece el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. El secretario 
general de la Corte Constitucional, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 17 del Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 
Constitucional, certificó que no se ha presentado otra 
demanda con identidad de sujeto, objeto y acción.  
 
El Dr. Patricio Pazmiño Freire, juez sustanciador de la 
Corte Constitucional, luego del sorteo correspondiente, 
avocó conocimiento de esta causa el 23 de noviembre del 
2010 a las 11h00, notificando con en contenido de la 
demanda a los jueces que integran la Primera Sala de lo 
Penal de la Corte Nacional de Justicia. 
 
Detalle de la demanda 
 
El 27 de noviembre del 2008 la accionante presentó una 
denuncia ante la Unidad de Delitos Sexuales de la Fiscalía 
General del Estado, donde afirmaba que su hija, Samantha 
Dorfflinger Bores, había contraído nupcias con Víctor 
Serrano Duque, fruto de cuya relación nació su nieta, Sol 
Serrano Dorfflinger. Era del caso que luego de la muerte de 
su hija en mayo del 2004, el juez tercero de la Niñez y 
Adolescencia le otorgó la custodia a su padre, procediendo 
luego a llevársela a los Estados Unidos de América el 2 de 
junio del 2007, tiempo durante el cual perdió contacto con 
ellos. Sucede que el 14 de noviembre del 2008 su nieta llega 
de visita por permiso de su padre y le cuenta a su abuela 
que no era feliz con él, que le castigaba físicamente de 
manera frecuente y que tenía una conducta sexual 
inapropiada. La denunciante manifiesta que su nieta es 
víctima de atentado contra el pudor de acuerdo a un informe 
que adjunta realizado por Anita León del Centro de 
Prevención Psicológica de la Parroquia Conocoto del 
Cantón Quito. Solicitó que se ordene la prisión preventiva 
de Víctor Serrano Duque y se inicie la instrucción fiscal. 
 
La Fiscal del Distrito de Pichincha, Paola Gallardo, solicitó 
que se ordene la prisión preventiva del denunciado, por lo 
cual el juez tercero de lo penal de Pichincha, dentro del 
proceso de indagación IP.27059-11-08-PGT, ordenó la 
captura del denunciado el 6 de marzo del 2009, dentro del 
juicio 2009-0023, luego de revocar la orden original, toda 
vez que no existía instrucción fiscal. Posteriormente, se 
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dictan medidas alternativas a la prisión preventiva. El 27 de 
agosto del 2009, el Juzgado dicta el auto de llamamiento al 
juicio, pues considera que existen los indicios suficientes de 
la existencia de atentado al pudor, como presunciones 
graves y precisas de la participación de Víctor Serrano 
Duque. 
 
La etapa del juicio la conoce el Tribunal Cuarto de lo Penal 
de Pichincha y emite sentencia el 25 de marzo del 2010 a 
las 17h00. Ante este Tribunal se realizó la audiencia a la 
cual comparecieron la acusadora y el acusado y se rindieron 
los testimonios de las doctoras Anita León, psicóloga 
clínica de la Fundación Socorro de la Infancia; Eugenia 
Marcela Tello Guerra, perita de la Fiscalía General del 
Estado, y la licenciada Petita Elena Mora Cañizares, 
trabajadora social perita de la Fiscalía General del Estado. 
El Tribunal consideró en su sentencia que no existen 
testimonios directos que establezcan la ocurrencia del 
delito, que no existe en los testimonios objetividad temporal 
y espacial y que es notoria la inducción de las profesionales 
peritos en los testimonios presentados. El Tribunal confirma 
el estado de inocencia del procesado y dicta sentencia 
absolutoria a favor de Víctor Serrano Duque. Por su parte, 
la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional, con una 
argumentación parecida, desecha el recurso de casación 
presentado el 12 de julio del 2010. 
 
Pretensión concreta 
 
La accionante alega que en la sentencia impugnada los 
jueces de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional 
de Justicia omiten explícitamente aplicar el principio de 
interés superior de niños y niñas, establecido en el artículo 
44 de la Constitución y los instrumentos internacionales de 
derechos humanos, los cuales tienen plena vigencia y 
aplicación de acuerdo a lo que establecen los artículos 417, 
424 y 426 de la Constitución, lo cual vulnera, además, el 
principio de no discriminación del artículo 11 numeral 2 de 
la Constitución. Relaciona esta alegación, también, con el 
derecho de recibir atención prioritaria y especializada en los 
ámbitos públicos y privados de niños, niñas y adolescentes 
del artículo 35 de la Constitución y que desarrolla lo 
dispuesto en el artículo 19 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y 3 de la Convención de los Derechos 
del Niño. 
 
Con este fin, identifica la accionante en la sentencia 
impugnada pasajes y frases que, según lo planteado en la 
demanda, evidencian un trato discriminatorio, a través de un 
lenguaje inadecuado e innecesario y referencias particulares 
sobre los motivos personales que tendría la demandante 
respecto de la causa penal. 
 
Por otra parte, se manifiesta en la demanda que se ha 
violado el derecho de la víctima a ser escuchada, artículo 76 
numeral 7 literal c de la Constitución y el artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, toda vez que no 
se tomó en cuenta, como parte integrante de la prueba, la 
versión rendida por la menor ante las peritas psicólogas de 
la Fiscalía General del Estado, la cual fue presentada y 
ratificada por las peritas en la audiencia del juicio. La 
negativa a la recepción del testimonio de la víctima fue para 
evitar su revictimización –alega la accionante–, lo cual 
constituye un derecho particular a favor de la víctima de 
acuerdo al artículo 78 de la Constitución. 

Luego, afirma la accionante que la preeminencia del 
principio in dubio pro reo a favor de Víctor Serrano Duque, 
presentado en la argumentación de la sentencia impugnada, 
es inconstitucional, toda vez que según el artículo 44 de la 
Constitución, el principio de interés superior del niño debe 
prevalecer sobre cualquier otro derecho. 
 
Finalmente, alega la accionante que los argumentos de la 
sentencia impugnada respecto de la falta de precisión sobre 
el lugar y circunstancias del delito acusado, así como la 
formación de la convicción del juez respecto de la 
responsabilidad penal no son admisibles, puesto que, 
precisamente, no se ha tomado en cuenta la versión de la 
víctima, lo cual generaría impunidad. 
 
En consecuencia, la accionante solicita que se deje sin 
efecto la sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la 
Corte Nacional de Justicia del 12 de julio del 2010 y la 
sentencia del Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha del 
25 de marzo del 2010; el inicio de un nuevo juzgamiento 
con la participación de otros jueces que no sean los de las 
sentencias impugnadas, así como que se ordene a los jueces 
de la Niñez y Adolescencia y las juntas cantonales de 
Protección y todos los órganos del Sistema de Protección de 
la Niñez que tomen todas las medidas de protección que 
sean adecuadas para proteger los derechos de la víctima; 
que la víctima quede bajo custodia de la demandante o del 
tío Gerardo Dorfflinger, y que se suspendan los plazos y 
términos de prescripción y caducidad hasta que se inicie y 
realice el nuevo juzgamiento del agresor.   
 
 
Contestación a la demanda: Planteamientos del sujeto 
pasivo de la acción extraordinaria de protección 
 
En el expediente no aparece que los jueces nacionales de la 
Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional hayan 
contestado a la acción planteada, pese a estar notificados 
legalmente, según consta en el proceso, de la razón 
respectiva. 
 
Determinación de los problemas jurídicos que se 
resolverán en el presente caso 
 
Antes de particularizar los problemas jurídicos a ser 
resueltos en el presente caso, esta Corte procede a definir la 
acción extraordinaria de protección. Para esta Corte la 
acción extraordinaria de protección en el Ecuador es una 
garantía constitucional que se sustenta en la necesidad de 
abrir causes que permitan materializar el ideal de justicia 
acogido por el constituyente de Montecristi, cuando plasmó 
en la Constitución del 2008 que el Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia; que los derechos son 
plenamente justiciables, sin que pueda alegarse falta de 
norma jurídica para justificar su violación o 
desconocimiento; que el Estado es responsable de error 
judicial, violación a la tutela judicial efectiva y violación de 
los principios y reglas del debido proceso; que el sistema 
procesal es un medio para la realización de la justicia, sin 
que se pueda sacrificar la justicia por la sola omisión de 
formalidades.  
 
En cuanto al caso concreto, corresponde a esta Corte 
efectuar un análisis a través del cual se coteje los principios, 
normas y derechos constitucionales presuntamente violados, 
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frente a los hechos materiales que subyacen del caso 
concreto y disponible en la documentación constante en el 
proceso, para así lograr plantear los problemas jurídico-
constitucionales a ser descifrados, con la finalidad de 
encontrar una solución en apego al derecho y a la justicia. 
 
De esta manera, considerando el núcleo argumentativo que 
esgrime la acción extraordinaria de protección, como los 
contenidos en las sentencias impugnadas, esta Corte se 
plantea las siguientes interrogantes con el fin de alcanzar 
mayor inteligencia y claridad en el caso concreto, objeto de 
reflexión:  
 
¿Cuál es el alcance de la competencia de la Corte 
Constitucional para analizar la prueba actuada en el juicio 
penal, dentro de la acción extraordinaria de protección? 
 
¿Cuáles son los límites entre facultad probatoria frente a las 
pruebas periciales psicológicas y el interés superior de 
niños, niñas y adolescentes? 
 
¿Representa violación de los principios de la valoración de 
la prueba en materia penal, la no comparecencia de la 
víctima a rendir su testimonio en el juicio, y en su lugar 
introducir los testimonios de las peritos psicólogas?  
 
¿Cuáles son los límites de la facultad probatoria, para no 
revictimizar a la ofendida en la práctica de la prueba 
testimonial? 
 
 

II.  CONSIDERACIONES  Y  FUNDAMENTOS  DE 
LA  CORTE  CONSTITUCIONAL 

 
Competencia de la Corte 
 
El Pleno de la Corte Constitucional, para el periodo de 
transición, es competente para conocer y resolver las 
acciones extraordinarias de protección, conforme lo 
dispuesto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la 
República del Ecuador, así como lo establecido en los 
artículos 58 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), 
publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 
N.º 52 del 22 de octubre del 2009. 
 
Por lo tanto, es competente para conocer y pronunciarse 
sobre las acciones extraordinarias de protección, en este 
caso, la contenida en el proceso N.º 1277-10-EP, con el fin 
de establecer si en las sentencias emitidas, la primera, por el 
Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha del 25 de marzo 
del 2010, y la segunda, del 12 de julio del 2010, por la 
Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, se 
han violado o no, por acción u omisión, el debido proceso u 
otros derechos fundamentales.  
 
Argumentación de la Corte sobre cada problema 
jurídico 
 
¿Cuál es el alcance de la competencia de la Corte 
Constitucional para analizar la prueba en la acción 
extraordinaria de protección? 
 
Cabe establecer cuál es el alcance de la competencia de la 
Corte Constitucional respecto del análisis de la prueba en la 

acción extraordinaria de protección. Surge este problema en 
tanto el artículo 62 numeral 5 establece textualmente: 
 

“5. Que el fundamento de la acción no se refiera a 
la apreciación de la prueba por parte de la jueza o 
juez;”1 

 
Si bien es cierto, aunque no se puede deducir del texto de la 
demanda presentada que el interés central de la accionante 
es impugnar la valoración de la prueba, este interés puede 
notarse en la audiencia pública del 29 de junio del 2010 
ante la Sala Primera de lo Penal de la Corte Nacional de 
Justicia, dentro del recurso de casación 319-2010WO 
(fs.14), lo cual significaría que al ser el interés la 
“valoración de la prueba” –en términos textuales, 
“apreciación de la prueba”, de plano debió ser inadmitida 
por esta Corte de acuerdo a una interpretación exegética y 
formalista. No obstante, esta Corte admitió este caso por 
dos razones: una de carácter subjetiva y otra objetiva.  
 
En el primer caso (subjetivo), es necesario garantizar los 
derechos constitucionales aún cuando no hayan sido 
alegados o lo hayan planteado de una forma oscura, puesto 
que el sistema procesal, para el caso constitucional 
garantista, es un medio para la realización de la justicia2. La 
doctrina y la práctica de los sistemas de protección 
internacional de derechos humanos han llamado a este 
principio concretamente iura novit curia, que significa que 
el juez subsana las omisiones de derecho que se encuentra 
desarrollado o puede tomar en cuenta otras disposiciones 
distintas a las alegadas por la persona accionante, incluso en 
los artículos 4 numeral 13 y 10 numeral 3 de la LOGJCC. 
 
En el segundo caso (objetivo), la Corte debió analizar 
materialmente el mencionado artículo 62 numeral 5 de la 
LOGJCC, con el fin de delimitar su competencia sobre la 
prueba: 
 

i) En la actividad probatoria hay que identificar dos 
momentos secuenciales en el razonamiento judicial. El 
primer momento es lo relacionado con los mecanismos 
que aseguren, material y formalmente, la igualdad 
procesal de las partes, de tal manera que sea posible el 
derecho de defensa del artículo 76 numeral 7 literal h de 
la Constitución: 

 
“h. Presentar de forma verbal o escrita las razones o 
argumentos de los que se crea asistida y replicar los 
argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 
contradecir las que se presenten en su contra”. 

 
También, están dentro de este momento procesal material 
los fines generales del proceso y sus etapas concretas que 
deberán considerar, entre otros, el principio de 
contradicción, de acuerdo a lo que establece el artículo 
168 numeral 6 de la Constitución. 
 
Secuencialmente, el siguiente momento es la decisión 
judicial que opera sobre la relación objetiva entre los 

                                                                 
1  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, RO-SII 52: 22-oct-2009, Art. 62.5. 
 
2  Constitución del Ecuador, Art. 169. 
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hechos presentados a su decisión y su convicción lógica, 
la cual deberá seguir un proceso lógico de argumentación 
congruente y coherente entre las partes motiva, 
considerativa y resolutiva de la sentencia. El resultado 
será la decisión concreta de existencia, limitación, 
extensión de un derecho, obligación o situación jurídica, 
con lo cual se espera sea suficiente para resolver el 
conflicto o la (…) reparación de bienes jurídicos 
vulnerados. 

 
ii) Respecto del primer momento y la parte estructural de 
la motivación de la sentencia, debe existir control 
constitucional necesariamente, puesto que está en juego el 
núcleo duro del debido proceso, y sin cuya protección se 
hace imposible garantizar la igualdad procesal. Nos 
encontramos ante una condición ab initio, sin la cual no 
es posible que el proceso judicial cumpla sus fines de 
garantía de igualdad y no discriminación. 

 
iii) Luego, en relación con el segundo momento, 
corresponde, de igual manera, a la justicia constitucional 
garantizar que exista coherencia y congruencia en el 
orden lógico argumentativo en los actos impugnados. No 
obstante, no podrá valorar los criterios sobre el ideal de 
justicia tomado por el juez ya que esto sería una 
intromisión en el núcleo duro del derecho a la 
independencia judicial interna, garantizados por los 
artículos 76 numeral 7 literal k, 168 numeral 1 de la 
Constitución, y 8 y 123 del Código Orgánico de la 
Función Judicial (COFJ)3. 

 
iv) Finalmente, la decisión concreta del juez es parte del 
núcleo duro de la independencia judicial interna, lo que 
llama el artículo 86 del Código de Procedimiento Penal 
“apreciación de la prueba”, de acuerdo a las “reglas de la 
sana crítica”4, y solo puede ser impugnado por los 
mecanismos ordinarios y extraordinarios que establece la 
ley. No obstante, tal como lo establece el artículo 58 de la 
LOGJCC, la acción extraordinaria de protección no es un 
mecanismo, ordinario o extraordinario, de impugnación, 
sino una garantía de protección de los derechos 
constitucionales, cuyo fin es reparar los derechos que 
fueren vulnerados en las decisiones ejecutoriadas del 
sistema ordinario de justicia: 

 
“Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinaria de 
protección tiene por objeto la protección de los 
derechos constitucionales y debido proceso en 
sentencias, autos definitivos, resoluciones con 
fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por 
acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución”. 

 
En conclusión, esta Corte es competente para analizar desde 
la Constitución lo relacionado con los mecanismos que 
aseguren, material y formalmente, la igualdad procesal de 
las partes, y la regularidad de la estructura de la motivación 

                                                                 
3  Código Orgánico de la Función Judicial, RO-S 544: 9-mar-

2009. 

 
4  Código de Procedimiento Penal, RO-S 360: 13-ene-2000, 

sustituido por el artículo 21 de la Ley s/n, RO-S 555: 24-mar-
2009. 

judicial que asegure coherencia y congruencia argumental 
de las decisiones finales de la justicia ordinaria, en tanto 
aseguran los fines de garantía de los procesos judiciales. Al 
mismo tiempo, no puede decidir sobre la valoración de los 
argumentos de las decisiones judiciales ni tampoco del 
proceso de relación material entre los hechos judicializados 
y las convicciones judiciales, pues se lo impide el artículo 
62 numeral 5 de la LOGJCC. 
 
b) De los hechos planteados en la demanda, corresponde 
a esta Corte establecer ¿cuáles son los límites entre 
facultad probatoria frente a las pruebas periciales 
psicológicas y el interés superior de niños, niñas y 
adolescentes? 
 
Interés superior de niños, niñas y adolescentes 
 
El argumento principal de la accionante es que en la 
sentencia impugnada los jueces de la Primera Sala de lo 
Penal de la Corte Nacional de Justicia omitieron 
explícitamente aplicar el principio de interés superior de 
niños y niñas establecido en el artículo 44 de la 
Constitución y los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, lo cual vulnera, además, el principio de no 
discriminación del artículo 11numeral 2 de la Constitución. 

 
En contraste, si se analiza la sentencia impugnada, el 
considerando cuarto cierra la posibilidad expresamente de 
aplicar el principio de interés superior (fs. 34): 
 

“cabe señalar que en el expediente del caso no está 
en juego, en duda, ni se hace necesario la aplicación 
el principio en favor del niño o procesado, por lo 
que no cabe hacer un juicio de ponderación para 
establecer qué bien jurídico tutelado por el derecho 
tiene preeminencia como lo reclama la acusación, 
pues del estudio inextenso del expediente, así como 
del examen de la fundamentación del recurso, 
fácilmente se infiere lo que pretende en el caso, la 
acusación particular es acudir al derecho penal para 
resolver conflictos de índole eminentemente civil… 
[lo subrayado es nuestro]”. 

 
De lo citado se advierte que la Sala Primera de lo Penal de 
la Corte Nacional de Justicia no establece una motivación 
adecuada (…) como obligan los artículos 76 numeral 7 
literal a  de la Constitución y 4 numeral 9 de la LOGJCC: 
 

“9. Motivación.- La jueza o juez tiene la obligación 
de fundamentar adecuadamente sus decisiones a 
partir de las reglas y principios que rigen la 
argumentación jurídica [el subrayado es nuestro]. 
En particular, tiene la obligación de pronunciarse 
sobre los argumentos y razones relevantes 
expuestas durante el proceso por las partes y los 
demás intervinientes en el proceso”. 

 
No obstante, de la lectura atenta de la sentencia en cuestión, 
se nota que existe una colisión de principios que la Primera 
Sala de la Corte Nacional de Justicia no cree necesario 
ponderar. De esta manera, por un lado, tenemos el principio 
de inocencia a favor del acusado particular, garantizados en 
el artículo 76 numerales 2 y 5 de la Constitución, y por el 
otro, el principio de interés superior de niños, niñas y 
adolescentes, dispuesto en el artículo 44 de la Constitución. 
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No obstante, resulta curiosa esta negativa, puesto que lo que 
normalmente ocurre en varios estamentos de la judicatura es 
que se aplica el interés superior como un principio de suma 
cero, es decir, incuestionable y con preeminencia natural 
frente a cualquier derecho o principio establecido en la 
Constitución, tal y como, dicho sea de paso, pretende 
hacerlo valer la accionante en la presente acción. La actitud 
de la Sala en frases tales como “no inventar falacias como 
equivocadamente vienen sosteniendo ciertos sectores 
interesados…” hace notoria su inadecuada motivación. 
 
 El artículo 44 dice textualmente en su parte pertinente: 
 

“Art. 44.- El Estado, la sociedad y la familia 
promoverán de forma prioritaria el desarrollo 
integral de niñas, niños y adolescentes, y 
asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se 
atenderá al principio de su interés superior y sus 
derechos prevalecerán sobre los las demás personas 
[lo subrayado es nuestro].” 

 
Resulta mucho más curiosa esta actitud fácil y superficial si 
se trata de la más alta Corte de la justicia ordinaria. 
 
Frente a los principios en colisión, aparece lo establecido en 
el artículo 79 del Código de Procedimiento Penal que (…) 
corresponde al principal fundamento –además, en 
concordancia con los artículos 119, 250 y 252 del mismo 
Código–, construcción ideológica implícito que lleva a la 
Sala a no tomar en cuenta el principio del interés superior 
de niños, niñas y adolescentes, y que utilizará esta Corte 
para ponderarlos: 
 

“Art. 79.- Las pruebas deben ser producidas en el 
juicio, ante los tribunales de garantías penales 
correspondientes, salvo el caso de las pruebas 
testimoniales urgentes, que serán practicadas por 
las juezas y jueces de garantías penales. 
 

Las investigaciones y pericias practicadas durante 
la instrucción Fiscal alcanzarán el valor de prueba 
una vez que sean presentadas y valoradas en la 
etapa del juicio [lo subrayado es nuestro]”5. 

 
Utiliza la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de 
Justicia, de manera parecida a lo determinado por el 
Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha, los argumentos 
subrayados y los relaciona con las disposiciones 
constitucionales y de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos referentes a la presunción de inocencia y 
al debido proceso, y los fines de efectividad procesal que se 
persigue respecto de la práctica de la prueba de acuerdo al 
silogismo jurídico entre hechos, normas y las conclusiones 
dictadas por la sana crítica (fs. 30). A partir de esto, 
concluye la Sala que las investigaciones realizadas en la 
etapa de instrucción e indagación (…) previa solo tienen 
valor de prueba el momento que son sustentadas y 
valoradas en el juicio (fs. 31), y que las versiones recibidas 
por el fiscal solo alcanzan valor de prueba cuando son 

                                                                 
5  Código de Procedimiento Penal, RO-S 360: 13-ene-2000, 

reformado por la Disposición Reformatoria Tercera, num. 1 de 
la Ley s/n, RO-S 544: 9-mar-2009; y, por las disposiciones 
generales Quinta y Sexta de la Ley s/n, RO-S 555: 24-mar-
2009. 

ratificadas por quienes las rindieron en el curso de la 
audiencia de juzgamiento, y los anticipos de prueba cuando 
son incorporados al juicio en base de prueba ante el tribunal 
(fs. 31). 
 
Para decidir, esta Corte, en uso de su facultad correctiva de 
la extralimitación de la justicia ordinaria, considera: 
 

i. Lo dispuesto en el artículo 79 del Código de 
Procedimiento Penal tiene fines 
constitucionalmente válidos, puesto que busca 
garantizar, respecto de la práctica y valoración de la 
prueba, dos principios fundamentales para la 
garantía del debido proceso: permitir el control e 
inmediación judicial sobre la práctica de la prueba 
con el fin de que no se produzcan pruebas sin el 
conocimiento de la persona acusada, y asegurar que 
la persona acusada pueda contradecir en el juicio y 
bajo tutela judicial (…) los indicios y anticipos de 
prueba en su contra. Estos fines están consagrados 
en los artículos 76 numeral 7 literal h de la 
Constitución. La relación con el principio de 
inocencia del artículo 76 numeral 2 de la 
Constitución, como se puede observar, no es 
directa, puesto que este principio opera sobre todo 
el proceso hasta el momento de la resolución o 
sentencia y no únicamente durante la contradicción 
de la prueba. Resulta de esto que es un sofisma el 
argumento de la Sala Primera de lo Penal de Corte 
Nacional de Justicia, es decir, utiliza un argumento 
desconectado con los fines propios de la norma que 
le sirve de fundamento. 
 
ii. Luego, la situación particular de la niña en el 
presente caso lleva a esta Corte a analizar el 
principio de interés superior de niñas, niños y 
adolescentes, el cual no puede ser leído solo a 
través de lo que indica el artículo 44 de la 
Constitución, donde se afirma que este principio 
debe prevalecer por sobre los derechos de las 
demás personas. Sostener este argumento que es 
muy recurrente cuando están en juego los derechos 
de otras personas o colectivos, sería desconocer la 
base fundamental del Estado constitucional, la 
igualdad de derechos y principios, garantizada en el 
artículo 11 numerales 2 y 6 de la Constitución 
vigente, que recoge lo determinado en la 
Declaración de Derechos Humanos de Viena 
(1993)6, y reproducir el formalismo jurídico frente 
a cuya superación se yergue el nuevo 
constitucionalismo latinoamericano. Así lo 
determina el artículo 427 de la Constitución vigente 
en concordancia con el artículo 6 del COFJ y el 
artículo 2 numeral 1 de la LOGJCC, artículo 
constitucional que establece que “las normas 
constitucionales se interpretarán por el tenor literal 
que más se ajuste a la Constitución en su 
integralidad”7. Esto significa que de encontrarse 

                                                                 
6  Declaración de Derechos Humanos y Plan de Acción de 

Viena, 1993, párr. 5. 
 
7  Constitución del Ecuador, 2008, Art. 424, Ley s/n, Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, RO 52-SII: 22-oct-2009, Art. 2.1. 
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contradicciones aparentes en el texto constitucional, 
se tiene que hacer una interpretación que integre las 
normas constitucionales con el fin de que se 
establezca la interpretación que más favorezca a la 
vigencia de los derechos y respete la voluntad del 
constituyente. Por su parte, el artículo 2 numeral 2 
de la LOGJCC determina que: “la creación, 
interpretación y aplicación del derecho deberá 
orientarse hacia el cumplimiento y optimización de 
los principios constitucionales”8, lo que, para esta 
Corte, significa encontrar la mejor manera de 
garantizar integralmente los derechos 
constitucionales hasta el máximo posible, sobre la 
base de la realización del Estado constitucional de 
derechos y justicia determinado en el artículo 1 de 
la Constitución.  

 
- El artículo 44 realiza una simple 
transplantación del principio de la 
Constitución de 1998 a la del 2008, sin 
considerar las bases nuevas sobre las que se 
busca conseguir la realización integral de los 
derechos que consta en los artículos 1 y 11 
de la Constitución vigente, toda vez que el 
interés superior fue tomado de la Convención 
sobre los Derechos del Niño de 1959 cuando 
no existía la doctrina actual de la protección 
integral que se inauguró con la Convención 
de 19899. En la Constitución vigente se da a 
los principios un valor sustancial como 
mandatos de optimización, integrados sobre 
su igualdad jerárquica e interdependencia. 
Por estas razones, la frase del artículo 44 “se 
atenderá al principio de su interés superior y 
sus derechos prevalecerán sobre los de las 
demás personas…”, interpretada en su 
integralidad e interconexión es un principio 
rector-guía, en los términos que ha 
desarrollado esta Corte, una garantía social 
que obliga al Estado a una actuación 
concreta y efectiva para garantizar los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, y a 
la vez, es un principio constitucional 
directamente aplicable y justiciable, pero en 
igualdad con otros principios y derechos de 
acuerdo a lo que establece el artículo 11 
numeral 6 de la Constitución vigente. Esto es 
lo que Atienza y Ruiz llamarían la diferencia 
entre principios institucionales y principios 
sustantivos. Los unos tendrían como meta 
valiosos fines sociales y los otros la defensa 
concreta del individuo o colectividades. Lo 
ideal es que los principios sustantivos 
siempre prevalezcan, no obstante, se deberán 
ponderar para poder establecer si lo 

                                                                 
 
8  Ley s/n, Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, RO 52-SII: 22-oct-2009, Art. 2.2. 
 
9  Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, 

Declaración de los Derechos del Niño, 20-nov-1959, 
principios 2 y 7; y, Asamblea General de la Organización de 
Naciones Unidas, Convención de los Derechos del Niño, rs. 
44/25: 20-nov-1989, Art. 3.1. 

institucional adquiere para el caso concreto 
mayor peso10. 

 
- El principio de interconexión de los 
derechos y principios se funda sobre la igual 
jerarquía de los principios y derechos 
constitucionales que consta en el artículo 11 
numeral 6 de la Constitución vigente: 
“Todos los principios y los derechos son 
inalienables, irrenunciables, indivisibles, 
interdependientes y de igual jerarquía [el 
subrayado es nuestro]”. De esta manera, tal 
como dice la Observación General No. 1, si 
se considera que el interés superior es un 
principio general –por tanto, no declarativo 
sino justiciable y directamente aplicable 
(artículo 11 numeral 3 de la Constitución 
vigente)–, su primacía y los derechos 
relacionados con aquel no es absoluta, sino 
que debe aplicársela conectada y ponderada 
con otros principios y derechos para los 
casos concretos sobre la base de la situación 
particular de niñas, niños y adolescentes11. 
Esta aseveración de la Corte encuentra 
correspondencia, además, en lo establecido 
por el Comité de Derechos del Niño: 

 
“7. Los derechos del niño no son 
valores separados o aislados y fuera de 
contexto, sino que existen dentro de un 
marco ético más amplio que se describe 
parcialmente en el párrafo 1 del artículo 
29 y en el preámbulo de la Convención. 
Muchas de las críticas que se han hecho 
a la Convención encuentran una 
respuesta específica en esta disposición. 
Así, por ejemplo, en este artículo se 
subraya la importancia del respeto a los 
padres, de la necesidad de entender los 
derechos dentro de un marco ético, 
moral, espiritual, cultural y social más 
amplio, y de que la mayor parte de los 
derechos del niño, lejos de haber sido 
impuestos desde fuera, son parte 
intrínseca de los valores de las 
comunidades locales [lo subrayado es 
nuestro]”12. 
 
- La interpretación constitucional debe 
conectar en el caso sub iudice el interés 
superior de niñas, niños y adolescentes 

                                                                 
10  Manuel Atienza, “La Dimensión Institucional del Derecho y la 

Justificación Jurídica”, en Manuel Atienza y Juan Ruiz 
Manero, Para una Teoría Postpositivista del Derecho, Perú, 
editorial Palestra-Temis, 2009, pp. 29 y 30. 

 
11  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión 

Consultiva 17/2002: 28-ago-2002, Condición Jurídica y 
Derechos Humanos del Niño, párr. 60 y 61; y, Comité de 
Derechos del Niño de la ONU, Observación General No. 1, 
26º período de sesiones, 2001, párr. 6. 

 
12  Comité de Derechos del Niño de la ONU, Observación 

General No. 1, 26º período de sesiones, 2001, párr. 7. 
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al estatuto específico de derechos, que 
busca el ejercicio progresivo de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes 
en la medida que puedan asumir 
responsabilidad por las decisiones que 
afecten sus vidas13; y, e) a partir del 
Estado constitucional de derechos y 
justicia, es indispensable que respecto 
de niñas, niños y adolescentes se tomen 
medidas permanentes y estructurales de 
atención prioritaria, de acuerdo a lo que 
determinan los artículos 44 y 46 de la 
Constitución vigente y lo que el 
preámbulo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y el artículo 19 de la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos, “Pacto de San José”, llaman 
“medidas especiales de protección”. 

 
iii. Frente a lo establecido respecto del interés 
superior de niñas, niños y adolescentes, los fines, 
en términos absolutos y generales, del artículo 79 
del CPP permitiría la vulneración del debido 
proceso y de otros derechos interrelacionados 
derechos de niñas, niños y adolescentes, tal como lo 
hace notar la accionante. Pero, al mismo tiempo, no 
puede aplicarse tampoco en términos absolutos 
dicho principio, sino de acuerdo a las características 
particulares de la víctima en el caso sub iudice y sin 
desconocer por completo los fines de efectividad 
del proceso penal ni los derechos del acusado. A 
este respecto, no es admisible a priori aceptar la 
simple preeminencia del principio in dubio pro reo 
[en verdad, esta Corte cree que se refiere al 
principio favor rei que opera sobre la duda 
razonable de la prueba que le favorecería al reo] a 
favor de Víctor Serrano Duque, presentado en la 
argumentación de la sentencia impugnada, ni del 
principio de interés superior del artículo 44 de la 
Constitución. 

 
Aunque en el presente caso, la sola omisión 
(explícita) por parte de la Sala Primera de lo Penal 
de la Corte Nacional de Justicia, del principio de 
interés superior, sin intentar al menos ponderarlo, 
hace de su sentencia inconstitucional y desactiva el 
principio favor rei, pues no existiría duda razonable 
sobre la prueba que pudiera crear convicción a 
favor del acusado, sino una certeza absolutamente 
injustificada. En los siguientes acápites, esta Corte 
va a ensayar establecer algunas de las medidas 
concretas que, a partir de la preeminencia del 
principio del interés superior de niños, niñas y 
adolescentes en el caso concreto, pero sin afectar el 
núcleo esencial del principio de inocencia del 

                                                                 
 
13  Farith Simon, “Garantías de los Derechos de la Infancia y 

Adolescencia (de las legislaciones integrales al Estado 
constitucional de derechos). Algunas notas sobre los 
mecanismos de aplicación”, en Ramiro Ávila Santamaría y 
Belén Corredores, Ledesma, Derechos y Garantías de la Niñez 
y Adolescencia: hacia la consolidación de la doctrina de 
protección integral, Quito, Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, 2008, p. 474. 

acusado y los fines de garantía del proceso penal 
del artículo 79 del CPP, deberán ser aplicadas a la 
pretensión de la accionante, con el fin de garantizar 
el acceso a la justicia penal y la tutela judicial a 
favor de la víctima, Sol Serrano Dorfflinger. En 
definitiva, toda vez que el Estado y, 
particularmente el sistema de justicia, tiene una 
obligación positiva de tomar las medidas idóneas, 
necesarias y proporcionadas con el fin de garantizar 
materialmente los derechos constitucionales, de 
acuerdo a una interpretación integral de la 
normativa constitucional e internacional14, los 
jueces están obligados a tomar medidas específicas, 
aun cuando la normativa no lo establezca 
formalmente, para poder garantizar el derecho de 
niñas, niños y adolescentes a la tutela judicial 
efectiva y el acceso a la justicia. Específicamente, 
esta obligación respecto de las/os niñas/os consta en 
el artículo 46 numeral 4 de la Constitución vigente 
y 24 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, no 
solo como medidas positivas, sino como especiales 
de protección: 

 
“1. El artículo 24 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos reconoce el 
derecho de todo niño, sin discriminación 
alguna, a las medidas de protección que su 
condición de menor requiere, tanto por parte 
de su familia como de la sociedad y el 
Estado. La aplicación de esta disposición 
entraña, por consiguiente, la adopción de 
medidas especiales para proteger a los niños, 
además de las medidas que los Estados 
deben adoptar en virtud del artículo 2, [el 
subrayado es nuestro] para garantizar a todas 
las personas el disfrute de los derechos 
previstos en el Pacto”15. 

 
Derecho de niñas, niños y adolescentes a ser escuchados 
en un proceso judicial o administrativo 
 
Por otra parte, se manifiesta en la demanda que se ha 
violado el derecho de la víctima a ser escuchada consagrado 
en el artículo 76 numeral 7 literal c de la Constitución, y el 
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
toda vez que no se consideró como prueba legalmente 
actuada la versión rendida ante las peritas psicólogas de la 
Fiscalía General del Estado, la cual fue presentada y 
confirmada por las peritas en la audiencia de juicio. La 
negativa a rendir el testimonio de la víctima fue para evitar 
su revictimización –alega la accionante–, lo cual constituye 
un derecho particular a favor de la víctima de acuerdo al 
artículo 78 de la Constitución. 
 

                                                                 
14  Constitución del Ecuador, Art. 1, 3.1; Pacto de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales; Art. 5, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de “San José de 
Costa Rica”), Art. 2, 26 y 29; Pacto Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Pacto de “San Salvador”), 
Art. 1, 4 y 5. 

 
15  Comité de Derechos Humanos de la ONU, 35º período de 

sesiones (1989), Observación general 7, Derechos del Niño, 
párr. 1. 
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La Sala Primera de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia 
establece que era necesario para que la prueba pericial tenga 
validez, no solo que sea presentada en la audiencia del 
juicio y que no habiendo en este caso un testigo directo, era 
indispensable la comparecencia de la víctima a la audiencia 
para que se corroboren las pruebas presentadas, de acuerdo 
al citado artículo 79 del CPP. Luego, la Sala establece en la 
misma sentencia que la revictimización es tolerada por la 
propia accionante al llevar el caso a la prensa (fs. 31). 

 
Esta Corte para decidir considera: 
 

i. De acuerdo a lo que establecen los artículos 75 de 
la Constitución y el artículo 22 del COFJ, el 
principio de acceso a la justicia está conectado con 
la obligación positiva de garantizar los derechos 
por parte de juezas y jueces, en la medida que 
existen barreras que impiden la igualdad de acceso 
y de oportunidades de defensa en el proceso. 
Transcribimos el artículo 22 del COFJ que contiene 
esta obligación imperativa e ineludible. 

 
ii. La disposición citada considera dos supuestos. Por 

un lado que las barreras ex ante sean 
discriminatorias e impidan el acceso al proceso 
debido a condiciones materiales económicas, 
culturales, geográficas o de cualquier otra 
naturaleza. Y, por otro lado, que ex post dentro del 
proceso –por las mismas barreras– no se afecte la 
igualdad de oportunidades de defensa. En el caso, 
nos encontramos ante una barrera generacional ex 
post, toda vez que las formas probatorias no toman 
en cuenta las características generales y específicas 
de la víctima en el proceso penal por atentado 
contra el pudor, con lo cual se estaría vulnerando lo 
establecido en el artículo 35. El artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (1989), 
por su parte, desarrolla el derecho de niñas, niños y 
adolescentes a ser escuchadas/os en dos 
dimensiones íntimamente relacionadas con el caso 
presente. El artículo 12.1 establece el derecho de 
formarse juicio y se tengan en cuenta sus opiniones 
“en función de la edad y madurez del niño”. Al 
mismo tiempo, el artículo 12 numeral 2 determina 
que en las/os niñas/os serán escuchadas/os en todo 
procedimiento judicial o administrativo que afecte 
sus derechos “ya sea directamente, por su 
representante o de un órgano apropiado”, tomando 
en cuenta su derecho a la intimidad16. En contraste, 
está el comentado artículo 79 del CPP que busca la 
verdad procesal a través del hallazgo de elementos 
objetivos en la práctica de las pruebas sobre la base 
del principio de inocencia del acusado. Por esta 
razón considera que es indispensable la 
comparecencia de la víctima con el fin de dar 
objetividad a esta realidad procesal, toda vez que la 
valoración de la prueba en nuestro derecho procesal 
penal descansa sobre un conjunto de pasos reglados 
de comprobación lógica (prueba material), y 

                                                                 
16  Comité sobre los Derechos del Niño de la ONU, 33º período de 

sesiones (2003), Observación general Nº 4, La salud y el 
desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, párr. 9. 

presentación ordenada para la conformación 
psicológica de la convicción del juzgador (prueba 
formal)17. Nuestro derecho procesal ha operado 
entre dos extremos: la prueba tasada o tarifaria, que 
entrañaba (…) la valoración de la prueba en la 
norma18 y la libre convicción que otorgaba total 
discrecionalidad al juzgador para establecer las 
formas de crearse convicción sobre la veracidad de 
los hechos probados. En medio de estas aparece la 
denominada como sana crítica, que supone la 
existencia de garantías de derecho sustantivo, pero 
da cierta libertad al juez para determinar algunas 
reglas adjetivas particulares del proceso para poder 
valorar la prueba, con el fin de comprobar y 
formarse convicción. 

 
iii.  Una cuestión que se debe tener en cuenta respecto 

al establecimiento de medidas especiales de 
protección respecto de niñas, niños y adolescentes 
(…) sobre del derecho a ser escuchados, es la 
referida a la prohibición del artículo 78 de la 
Constitución vigente de no revictimización en la 
práctica y valoración de las pruebas en los juicios 
penales. La afirmación de la Sala Primera de lo 
Penal de la Corte Nacional de Justicia, de que la 
revictimización es tolerada por la accionante, es 
inconcebible en boca de un juez garantista (fs. 31). 
Al respecto, es necesario establecer cuál es el 
alcance de esta prohibición. Primero, no solo se 
refiere a los procesos penales, sino a todo proceso 
en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier índole, en donde se asegurará el debido 
proceso, puesto que lo determinado en el artículo 
78 no puede leerse sino en relación con el 
encabezado del artículo 76 de la Constitución. 
Segundo, la prohibición hace referencia al proceso 
penal y no a su comunicación mediática por parte 
de la víctima o sus familiares, sin perjuicio de la 
prohibición de difundir imágenes de niños, niñas y 
adolescentes que pudieran afectar los derechos 
establecidos en el artículo 46 numeral 7 de la 
Constitución. 

 
iv.  Si de acuerdo a lo anterior, la sana crítica es el 

mecanismo utilizado en la actividad judicial (…) 
práctica, y la valoración de las pruebas es un 
conjunto de pasos reglados de comprobación lógica 
(prueba material), y la presentación ordenada para 
la conformación psicológica de convicción del 
juzgador (prueba formal), esta Corte considera que 
la inclusión de determinadas medidas positivas para 
asegurar el derecho a ser escuchada a la víctima no 
lo afecta al punto de desnaturalizarlo o impedir que 
se cumplan sus fines de manera impropia, 
innecesaria y desproporcionada que, tal como 

                                                                 
 
17  Jaime Guasp, “De la Prueba en General”, en Fernando 

Quiceno, comp., Actos del Juez y Prueba Civil. Estudios de 
Derecho Procesal Civil, Bogotá, Editorial Jurídica Bolivariana, 
pp. 545-547; Eduardo op.cit., pp. 9-12. 

 
18  Couture, Eduardo, “Prueba y su Valoración”, en Fernando 

Quiceno, comp., Valoración Judicial de las Pruebas, Bogotá, 
Editorial Bolivariana, 2000, pp. 18-20. 
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quedó establecido, son constitucionalmente válidos 
para los casos en que los derechos de niñas, niños y 
adolescentes entren en conflicto.  

 
Actuación discriminatoria en la sentencia y afectación 
de la igualdad procesal 
 
La accionante, en la sentencia impugnada, relata pasajes y 
frases que, según lo planteado en la demanda, evidencian un 
trato discriminatorio, a través de un lenguaje inadecuado e 
innecesario y referencias particulares sobre los motivos 
personales que tendría la demandante respecto de los fines 
perseguidos en el proceso penal. 
 

i. El artículo 11 numeral 2 de la Constitución 
contempla el principio de igualdad y no 
discriminación que sería de dos tipos. La igualdad 
clásica o del derecho liberal, la igualdad formal, 
según la cual todos somos iguales ante la ley, con 
una diferencia, que la referencia del primer inciso 
de esta disposición no coloca como referencia de 
igualdad a la ley, sino a los derechos 
[constitucionales], deberes y oportunidades. Es 
decir, estaríamos ante un tipo de igualdad formal 
con una referencia normativa más amplia. Otro tipo 
emerge en el inciso segundo donde se establecen 
las condiciones de diferencia –cuya manifestación 
es legítima– que se vuelven ilegítimas en el 
momento que tienen como objeto o resultado 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de 
los derechos. Esta disposición se debe relacionar 
con el artículo 11 numeral 8 de la Constitución, en 
donde se establece que no se puede menoscabar, 
restringir, disminuir o anular “injustificadamente” 
el ejercicio de estos derechos. Lo que quiere decir 
que existe un núcleo duro de los derechos que se 
está salvaguardando en la medida que sea 
imposible, de manera razonable, el ejercicio de un 
derecho, y que los derechos pueden ser 
justificadamente (motivadamente) limitados entre 
sí, y que es necesario examinar cada actuación, 
estatal y no estatal, para determinar si es 
discriminatoria. 

 
ii. La sentencia cuestionada reproduce un sinnúmero 

de expresiones personales y subjetivas de parte de 
la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de 
Justicia para deslegitimar las versiones presentadas 
como pruebas periciales por parte de la accionante. 
Así, constan frases tales como (1) “inventar falacias 
como equivocadamente vienen sosteniendo ciertos 
sectores interesados” (fs. 31), (2) “con su proceder 
[de la accionante] y la serie de acciones legales e 
incluso acudir hasta la prensa ha permitido la re 
victimización de su nieta…” (fs. 31); y, (3) 
“fácilmente se infiere que lo que pretende en el 
caso, la acusación particular es acudir al derecho 
penal para resolver conflictos de índole 
eminentemente civil lo que evidentemente no puede 
prosperar…” (fs. 34). Ahora corresponde analizar si 
estas expresiones que reflejan claramente 
prejuicios, son capaces de menoscabar 
injustificadamente el derecho a ser oído, en el 
sentido de considerar y valorar como prueba 
legalmente actuada lo expresado voluntaria y 

libremente ante los peritos, dentro del proceso 
penal de parte de la víctima. De lo citado, se puede 
aseverar que las expresiones no tienen un 
fundamento objetivo en los hechos del caso, las 
piezas procesales, los argumentos jurídicos o las 
normas jurídicas, por lo cual, además, eran 
innecesarios a más de discriminatorios y evidencian 
una inadecuada motivación.  

 
 

III.  DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia 
constitucional y por mandato de la Constitución de la 
República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional, 
para el periodo de transición, expide la siguiente:  
 
 

SENTENCIA 
 
1. Declarar  vulnerados los derechos constitucionales, 

previstos en los artículos 11, 44, 75, 76 numeral 1, 76 
numeral 7, 78, 167 y 169 de la Constitución de la 
República. 

 
2. Aceptar la acción extraordinaria de protección 

planteada por la accionante, señora Graciela Susana 
Bores Jatton, y en consecuencia, se deja sin efecto la 
sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte 
Nacional de Justicia de 12 de julio de 2010 mediante la 
cual se desestima el recurso de casación interpuesto por 
la accionante y la sentencia absolutoria del Tribunal 
Cuarto de lo Penal de Pichincha de 25 de marzo de 
2010. 

 
3. Ordenar que el proceso se retrotraiga hasta el momento 

en que se verifica la violación de los derechos 
constitucionales mencionados, debiendo sortearse otro 
Tribunal de lo Penal de Pichincha, a fin de que conozca 
y resuelva la presente causa.  

 
4. Notifíquese, publíquese y cúmplase.  
 
 
f.) Dr. Patricio Pazmiño Freire, Presidente.  
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (e). 
 
 
Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue 
aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional, para el 
período de transición, con nueve votos de los doctores: 
Roberto Bhrunis Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, 
Alfonso Luz Yunes, Hernando Morales Vinueza, Ruth Seni 
Pinoargote, Fabián Sancho Lobato, Manuel Viteri Olvera, 
Edgar Zárate Zárate y Patricio Pazmiño Freire, en sesión 
extraordinaria del día miércoles quince de febrero   del dos 
mil doce. Lo certifico. 
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (e). 
 
 
CORTE  CONSTITUCIONAL.-  Es fiel copia del original.- 
Revisado por : f.) Ilegible.- f.) Ilegible.- Quito, a 26 de 
marzo del 2012.- f.) Ilegible.-. Secretaría General.    
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Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue 
suscrita por el doctor Patricio Pazmiño Freire, Presidente 
de la Corte Constitucional, el día sábado veinticinco de 
febrero del dos mil doce.- Lo certifico. 
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (E). 
 
 
CORTE  CONSTITUCIONAL.-  Es fiel copia del original.- 
Revisado por : f.) Ilegible.- f.) Ilegible.- Quito, a 26 de 
marzo del 2012.- f.) Ilegible.-. Secretaría General.    
 
 
 
 
 
 
 
 
Quito, D. M., 15 de febrero del 2012 
 
 
 
 

SENTENCIA N.º014-12-SCN-CC 
 
 

CASO N.º 0038-11-CN 
 
 

CORTE CONSTITUCIONAL 
 PARA EL PERIODO DE TRANSICIÓN 

 
 

Juez constitucional sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis 
Lemarie  
 
 

I.  ANTECEDENTES 
 
 
Resumen de admisibilidad  
 
El doctor Wilfrido Andrade Chica, juez séptimo de lo civil 
de El Oro, mediante providencia del 16 de mayo del 2011 a 
las 14:00, resolvió suspender la tramitación del juicio 
ordinario N.º 304-2010, propuesto por el señor Miguel 
Ángel Tamayo en contra de Cecilia Espinoza Nieto y otros, 
disponiendo que se remita el proceso en consulta de 
constitucionalidad, a fin de que la Corte Constitucional, 
para el período de transición, se pronuncie sobre la 
constitucionalidad del artículo 257 del Código Civil.  
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 17 del 
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia 
de la Corte Constitucional, el 8 de agosto del 2011 la 
Secretaría General de la Corte Constitucional, para el 
periodo de transición, certificó que no se ha presentado otra 
demanda con identidad de objeto y acción. El 11 de octubre 
del 2011 a las 16:20, en virtud del sorteo correspondiente, el 
Dr. Roberto Bhrunis Lemarie avocó conocimiento de la 
presente consulta. 

Detalle de la consulta constitucionalidad propuesta 
 
El doctor Wilfrido Andrade Chica, juez séptimo de lo civil 
de El Oro, mediante providencia del 16 de mayo del 2011 a 
las 14:00, dictaminó: 
 

“(…) Agréguese al expediente los escrito que 
anteceden presentados por los señores: MANUEL 
AUGUSTO ESPINOZA NIETO, Y ERNESTO 
VÍCTOR ESPINOZA NIETO, y en atención a los 
mismos de tiene que, puesto que por cuanto de 
conformidad con el Art. 257 del Código Civil, las 
acciones para investigar la paternidad o la 
maternidad no prescriben sino por el transcurrido 
diez años, que se contarán a partir d la mayoría de 
edad del hijo (prescripción de la acción alegada por 
la parte demandada al contestar la demanda); en el 
presente caso el actor ha nacido el 15 de abril de 
1965, y a presentado su demanda el 08 de febrero 
de 2010; y, según lo señalado en el Art. 66 numeral 
28 de la Constitución de la República del Ecuador, 
se reconoce y se garantiza a las personas: “28.- El 
derecho a la identidad personal y colectiva que 
incluye tener nombre y apellido; y conservar, 
desarrollar y fortalecer las características materiales 
e inmateriales de la identidad, tales como la 
nacionalidad, la procedencia familiar, las 
manifestaciones espirituales, culturales, religiosas, 
lingüísticas, políticas y sociales”. Que, de la visto 
se tiene que el suscrito Juez considera que el Art. 
257 del Código Civil es contrario a la norma 
constitucional contenida en el Art. 66 numeral 28 
de la Constitución de la República del Ecuador, en 
consecuencia de conformidad a lo dispuesto en el 
inciso primero del Art. 428 de la Constitución de la 
República del Ecuador, en concordancia con el 
inciso segundo del at. 4 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, se suspende, no solo la diligencia 
de exhumación del cadáver ordenada 
anteriormente, sino este proceso y dispone que el 
mismo sea remitido en consulta a la Corte 
Constitucional. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
(…)”.  

 
 

II.  CONSIDERACIONES  Y  FUNDAMENTOS  DE 
LA  CORTE  CONSTITUCIONAL  

 
Competencia  
 
La Corte Constitucional, para el periodo de transición, es 
competente para conocer y resolver la presente causa, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 428 y 429 de la 
Constitución de la República, y el artículo 27 del Régimen 
de Transición incorporado a la misma, publicados en el 
Registro Oficial N.º 440 del 20 de octubre del 2008, en 
concordancia con los artículos 141 y 142 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, y los artículos 18 y 19 del Reglamento de 
Sustanciación de Procesos en la Corte Constitucional. 
 
Naturaleza jurídica y finalidad del control concreto de 
constitucionalidad 
 
El artículo 428 de la Constitución de la República prescribe:  
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“Cuando una jueza o juez, de oficio o a 
petición de parte, considere que una norma jurídica 
es contraria a la Constitución o a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos que 
establezcan derechos más favorables que los 
reconocidos en la Constitución, suspenderá la 
tramitación de la causa y remitirá en consulta el 
expediente a la Corte Constitucional, que en un 
plazo no mayor a cuarenta y cinco días, resolverá 
sobre la constitucionalidad de la norma. Si 
transcurrido el plazo previsto la Corte no se 
pronuncia, el perjudicado podrá interponer la 
acción correspondiente”. 

 
La antes referida norma constitucional da origen al control 
de constitucionalidad en casos concretos. El juez de una 
causa, en cualquier materia, de oficio o a petición de parte, 
cuando considere que una norma jurídica es contraria a la 
Constitución, deberá remitirla para el pronunciamiento 
respectivo a esta Corte, debiendo suspender la tramitación 
de la causa.  
 
Al efecto, el artículo 142 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional determina que: 
“(…) cualquier jueza o juez, de oficio o a petición de parte, 
sólo si tiene duda razonable y motivada de que una norma 
jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos que establezcan 
derechos más favorables que los reconocidos en la 
Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y 
remitirá en consulta el expediente a la Corte Constitucional 
(…). 
 
En el presente caso, se evidencia que el juzgador, juez 
séptimo de lo civil de El Oro, remite el proceso ordinario a 
efectos de que la Corte Constitucional, para el período de 
transición, conozca y resuelva respecto de la 
constitucionalidad del artículo 257 del Código Civil. Al 
respecto, resulta pertinente enfatizar que la Corte 
Constitucional mediante Sentencia N.º 025-10-SCN-CC, 
publicada en el Registro Oficial Suplemento 285 del 23 de 
septiembre del 2010, declaró la inconstitucionalidad de la 
referida norma legal, en virtud de lo cual, este Organismo 
no tiene sobre qué pronunciarse. Asimismo, se advierte al 
juzgador que debe tener mayor acuciosidad en el 
desempeño de sus funciones, a efectos de evitar retardos 
injustificados en la administración de justicia.   
 
 

III.  DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia 
constitucional y por mandato de la Constitución de la Repú- 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
blica del Ecuador, la Corte Constitucional, para el periodo 
de transición, expide la siguiente: 
 
 

SENTENCIA 
 
1. Negar la consulta de constitucionalidad formulada por 

el juez séptimo de lo civil de El Oro, respecto del 
artículo 257 del Código Civil. 

 
2. Devolver el expediente al Juzgado Séptimo de lo Civil 

de El Oro. 
 
3. Notifíquese publíquese y cúmplase. 
 
 
f.) Dr. Patricio Pazmiño Freire, Presidente. 
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (e). 
 
 
Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue 
aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional, para el 
período de transición, con nueve votos de los doctores: 
Roberto Bhrunis Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, 
Alfonso Luz Yunes, Hernando Morales Vinueza, Ruth Seni 
Pinoargote, Fabián Sancho Lobato, Manuel Viteri Olvera, 
Edgar Zárate Zárate y Patricio Pazmiño Freire, en sesión 
del día miércoles quince de febrero del dos mil doce. Lo 
certifico.  
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (e). 
 
 
CORTE  CONSTITUCIONAL.-  Es fiel copia del original.- 
Revisado por : f.) Ilegible.- f.) Ilegible.- Quito, a 26 de 
marzo del 2012.- f.) Ilegible.-. Secretaría General.    
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Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue 
suscrita por el doctor Patricio Pazmiño Freire, Presidente 
de la Corte Constitucional, el día sábado veinticinco de 
febrero del dos mil doce.- Lo certifico. 
 
f.) Dr. Jaime Pozo Chamorro, Secretario General (E). 
 
 
CORTE  CONSTITUCIONAL.-  Es fiel copia del original.- 
Revisado por : f.) Ilegible.- f.) Ilegible.- Quito, a 26 de 
marzo del 2012.- f.) Ilegible.-. Secretaría General.    
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

SUSCRIBASE !!  
 

 

 
Av. 12 de Octubre N 16-90 y Pasaje Nicolás Jiménez / Edificio NADER   
 

Teléfonos: Dirección: 2901 629 /  2542 835  
 

Oficinas centrales y ventas: 2234 540  
 

Editora Nacional: Mañosca 201 y 10 de Agosto / Teléfono: 2455 751  
 

Distribución (Almacén): 2430 110  
 

Sucursal Guayaquil: Malecón Nº 1606 y Av. 10 de Agosto / Teléfono: 04 2527 107  
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